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Informe de la 8a reunión de la Comisión Especial sobre el
funcionamiento práctico del Convenio sobre Sustracción de
Niños de 1980 y del Convenio sobre Protección de Niños de
1996

10 a 17 de octubre de 2023

Palacio de la Paz, La Haya, Países Bajos

Carolina Marín Pedreño

Representante AIJUDEFA1

AIJUDEFA fue invitada como organización internacional a asistir a la reunión con estatus de
observador.

Este informe ha sido redactado por Carolina Marín Pedreño, socia que asistió al encuentro
como representante de AIJUDFEA.

Las recomendaciones y conclusiones de la reunión publicadas por la Conferencia de la Haya
de Derecho Internacional Privado (“Hcch”) están adjunto a este informe como documento
“CMP/1”. Este documento se puede encontrar en la web de la Hcch en los tres idiomas
oficiales de la Conferencia: inglés, francés y español.

Apertura de la Comisión especial

La apertura de la reunión se realizó por Paul Vlas, Presidente de la Comisión de Estado de los
Países Bajos para el Derecho Internacional Privado y por el Secretario General de la Hcch Dr.
Christophe Bernasconi. Tras la apertura se pasó a la elección de los copresidentes de la
Comisión Especial. Esta responsabilidad recayó en Daniel Trueba, representante de la
Autoridad Central de Uruguay y la Juez Victoria Bennett de Australia.

La agenda de la reunión fue presentada por Philippe Lortie, Primer Secretario de la Hcch y la
presentación de los documentos de trabajo por, Laura Martinez-Mora, Secretaria de Hcch.

Participantes

El número de participantes fue de un total de 471, representantes de 79 países más la Unión
Europea, 7 Organismos internacionales y 19 Organizaciones no gubernamentales. También se

1 Asociación internacional de juristas de Derecho de Familia



2

celebraba el 25 aniversario de la Red Internacional de Jueces de la Haya (“RIJLH”). Se destacó
que en esta reunión se había conseguido un récord de países representados y de
participantes. La Hcch ofrecía la posibilidad de participación online.

Convenios objeto de la reunión

El Convenio de la Haya de 1980 cuenta con 103 Estados contratantes. Desde la última
comisión especial celebrada en el 2017 se han incorporado 5 nuevos países: Barbados, Cabo
Verde, Cuba y Guayana.

El Convenio de la Haya 1996 cuenta con 54 Estados contratantes.

Estadísticas

Este estudio ha sido realizado por el Profesor Nigel Lowe y Victoria Stephens donde
se analizan las solicitudes del Convenio 1980 recibidas por los 71 participantes de los 101
Estados Contratantes. Las autoridades centrales in 2021 han elaborado las conclusiones de
los estudios anteriores de 1999, 2003, 2008 y 2015. Para proporcionar un análisis de las
tendencias estadísticas durante un periodo de 22 años. Se ha facilitado información detallada
sobre un total de 2,579 solicitudes recibidas, de las cuales 2,180 son de restitución y 399 de
acceso. Nosotros estimamos que esto capta el 94% de todas las solicitudes presentadas a las
autoridades centrales en 2011.

Esta estimación se basa en un examen de los nuevos casos respondidos que han recibido las
Autoridades Centrales. Utilizando sus reportes sobre las solicitudes presentadas a las
Autoridades Centrales que no respondieron al cuestionario (denominado "la base de datos
saliente") y aproximadamente las solicitudes de los 30 Estados Contratantes. Por primera vez,
se solicitaron datos sobre el número total de solicitudes en los años anteriores y posteriores
al año de estudio, por ejemplo, 2019, 2020 y 2022, para evaluar el efecto de la pandemia del
COVID-19, en el volumen anual de solicitudes recibidas y enviadas.

• En 2021, las solicitudes de restitución se resolvieron más lentamente, en comparación con el
estudio de 2015. El promedio global para alcanzar un resultado final desde la recepción de la
solicitud por la Autoridad Central fue de 207 días, frente a los 164 días de 2015 y los
188 días de 2008.

• El promedio de acceso a la solicitud tardo 301 días en resolverse, frente a los 207 días de una
solicitud de restitución, lo que evidencia una diferencia significativa en la celeridad. Esto
puede constatarse con los 339 días y 188 días en 2008 y 254 días para una solicitud de acceso
y 164 días para una solicitud de restitución.

• Un mínimo de 2,771 menores se vieron involucrados en las 2,180 solicitudes
de restitución. Esto supone aproximadamente 1,3 infantes por solicitud.

En 2021, la mayoría de las solicitudes (74%), frente al 70% en 2015, el 69 % en 2008, el 67%
en 2003 y el 63% en 1999, solo implicaba a un menor. La edad promedio de los niños que
presentaron una solicitud de restitución era de 6.7 años.
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• La distribución, con una preponderancia de menores entre los 5 - 7 años donde ocho
solicitudes de restitución eran de menores de 16 o 17 años, lo que dio lugar a que la Autoridad
Central rechazara la solicitud, el tribunal la rechazara o se retirara la solicitud.

• El promedio global transcurrido desde la recepción de la solicitud por la Autoridad Central
hasta la resolución final fue de 207 días, frente a 164 días en 2015.
El promedio de tiempo para llegar a una decisión de devolución judicial fue de
196 días (en comparación con 158 días en 2015, 166 días en 2008, 125 días en 2003 y 107 en
1999) y una denegación judicial tardo cerca de 268 días.

Al menos 484 menores participaron en las 399 solicitudes de acceso recibidas en 2021, lo que
supone un aproximado de 1.2 infantes por solicitud. El 74% de las solicitudes se referían a un
solo menor y la edad promedio general era de 8.1 años.

Las solicitudes de acceso tardaron más en resolverse que las solicitudes de restitución. El
tiempo promedio para obtener un resultado fue de 301 días desde su recepción por la
Autoridad Central, 252 días si había un acuerdo voluntario para el acceso, 358 días si la
solicitud de acceso fue ordenada judicialmente y 333 días si la solicitud de acceso era
denegada.

Comparando los datos de los Estados que respondieron tanto al estudio de 2021 como al de
2015, se ha producido un descenso en el número de aplicaciones de restitución, aunque un
incremento en el número de aplicaciones de restitución en los Estados que respondieron
tanto al estudio de 2021 como al de 2008.

En virtud del artículo 27, las autoridades centrales no están obligadas a aceptar las peticiones
cuando no se cumplen los requisitos del Convenio de 1980 sobre sustracción de Menores (por
ejemplo, si el menor que interviene es mayor de 16 años) o si la solicitud no está bien
fundamentada.

• También se constató que una proporción significativa de solicitudes fueron rechazadas por la
Autoridad Central Española (30% 21 de 71 solicitudes).

El Convenio de 1980 sobre sustracción de Menores establece en sus artículos 3, 12, 13 y 20,
las condiciones y excepciones a la obligación de dictar una orden de restitución en las que se
pueden basar las autoridades judiciales.

Las razones de la denegación fueron informadas en 277 de las 281 reclamaciones
de restitución denegadas. Los datos no revelan la frecuencia con la que las excepciones se
alegaron sin éxito ni incluyen los casos en los que se apeló una excepción. Algunos de los
motivos fueron que el menor no residía habitualmente en el estado requirente, que el
solicitante no tenía derecho de custodia, además, se adujeron otros motivos de
los artículos 12, 13, (1)(a)(2) y también del artículo 20 de los derechos humanos.

Temas tratados

DEMORAS
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Se destaco la necesidad de resolver el problema de las demoras en los procedimientos del
Convenio de 1980. Estos retrasos se han incrementado según las estadísticas por el impacto
de la pandemia de COVID-19 en el Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980 y en
particular por el uso de la informática por las Autoridades Centrales. También demora el
proceso la localización de NNA, las organizaciones internas de las Autoridades Centrales, la
comunicación y cooperación.

En la fase judicial las demoras se identifican con la necesidad de un procedimiento especial,
cuestiones administrativas y organización e interpretación del Convenio de la Haya 1980.
También se trató la ejecución y capacitación. Entre las conclusiones y recomendaciones sobre
este tema pueden leer aquí:

La Comisión Especial (“CE”) reitera la eficacia y el valor del uso de la tecnología de la
información para que la comunicación entre las autoridades y el intercambio de datos sean
eficientes, así como para ayudar a reducir las demoras y agilizar los procedimientos de
restitución. En particular, observa que las Partes contratantes han comunicado mejoras tras
la pandemia de COVID-19.

La CE señala que el uso de la tecnología de la información ha contribuido a facilitar el acceso
y la participación en los procedimientos.

Además, la CE señala las ventajas del uso de la tecnología de la información para facilitar los
procedimientos encaminados a organizar o garantizar el ejercicio efectivo del derecho de
visita/contacto.

La CE alienta a las Partes contratantes a seguir implementando y mejorando el uso de la
tecnología de la información en los procedimientos comprendidos en el ámbito de aplicación
del Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980, cuando proceda.

La CE alienta a las Partes contratantes a consultar la Guía de Buenas Prácticas sobre el uso de
enlaces de vídeo en virtud del Convenio sobre Obtención de Pruebas,5 recurso de gran ayuda
para obtener información sobre el uso de la tecnología de videoconferencias.

La CE destaca que las demoras siguen siendo un obstáculo significativo para el funcionamiento
del Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980.

La CE reitera la Conclusión y recomendación 4 de la CE de 2017 y recomienda enfáticamente
a las Partes contratantes que continúan enfrentando demoras que examinen sus procesos
para individualizar las posibles causas. Se alienta a las Partes contratantes a que realicen los
ajustes que sean necesarios para agilizar la tramitación de los procedimientos y hacerla más
eficiente, en consonancia con los artículos 2 y 11 del Convenio sobre Sustracción de Niños de
1980.

La CE recuerda a las Partes contratantes que las versiones revisadas en julio de 2023 de los
Documentos Preliminares 10B y 10C de la CE de 2017 son herramientas de consulta de utilidad
para las autoridades de los Estados encargadas de revisar sus medidas de implementación, ya
que, en estos documentos se describen los procesos adoptados por algunos Estados para
reducir las demoras y se recomiendan buenas prácticas a tal efecto.



5

RELACION DEL CONVENIO DE 1980 CON OTROS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) de las Naciones Unidas de 1989.

Se reforzó la necesidad de proteger contra el traslado y retención ilícitos. Restituir al Estado
de residencia habitual es el objetivo para proteger el interés superior del menor. Las
excepciones se aplican de forma restrictiva. No se trata de un procedimiento de custodia ni
examen integral del Interés Superior del Niños. Los tribunales de la residencia habitual están
en las mejores condiciones para decidir sobre custodia.

Desafíos por el incremento de solicitudes en paralelo al proceso de sustracción. Non-
refoulement/más allá de la Convención de 1951. Se individualizan el riesgo del daño.
Posibilidades de coordinación/información. Cuestiones domésticas relativas al
procesamiento de pedidos de asilo y refugio.

ASISTENCIA JURIDICA GRATUTITA Y REPRESENTACION LEGAL EN EL MARCO DEL CONVENIO
SOBRE SUSTRACCION DE NINOS 1980

Se alienta a las países contratantes a facilitar una prestación de asistencia jurídica gratuita y
representación legal.

COMUNICACIÓN JUDICIAL DIRECTAS Y LA RED INTERNACIONAL DE JUEVES DE LA HAYA

EXCEPCIONES, ARTICULO 13 (1) (b) Y MEDIDAS DE PROTECCION TRAS LA RESTITUCION

Uno de los temas que ocupó más tiempo en la reunión y en el que más observadores
participaron fue el abuso doméstico y su tratamiento dentro del procedimiento de
restitución. Entre las conclusiones y recomendaciones resalto las siguientes:

Se alienta a las Partes contratantes, si no lo han hecho ya, a completar o actualizar la sección
11.2 “Disposiciones para el regreso seguro” del Perfil de País para el Convenio sobre
Sustracción de Niños de 1980, con el fin de mejorar la comprensión acerca de las medidas de
protección disponibles para garantizar el regreso seguro del niño y los mecanismos para
garantizar su cumplimiento.

En ese sentido, se alienta también a las Partes contratantes a que publiquen información en
otros medios (p. ej., en sitios web especializados) sobre los servicios que pueden ayudar a las
familias en las que un niño puede estar expuesto a violencia familiar y doméstica, por ejemplo:
servicios policiales y jurídicos, planes de asistencia económica, asistencia en materia de
vivienda y refugios y servicios de salud.

La CE celebra la publicación de la GBP sobre el artículo 13(1)(b) y alienta su divulgación.
Destacando que debe ser leída de manera integral, señala que, según se establece en el
párrafo 33, “el daño al padre o a la madre ya sea físico o psíquico, podría, en ciertas
circunstancias excepcionales, crear un grave riesgo de que la restitución exponga al niño a un
peligro físico o psíquico o lo ponga de cualquier otra manera en una situación intolerable. La
excepción del artículo 13(1)(b) no requiere, por ejemplo, que el niño sea la victima directa o
principal del daño físico si existe prueba suficiente de que, como consecuencia del riesgo de
daño dirigido al padre o madre sustractor, existe un grave riesgo para el niño”.
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Tras mucha presión ante la necesidad de tratar este tema en particular se concluye con el
proyecto de facilitar un foro sobre violencia doméstica y el artículo 13(1)(b) del Convenio
sobre Sustracción de Niños de 1980. En las recomendaciones se recoge así:

A la luz de los debates sobre la cuestión de la violencia doméstica y el funcionamiento del
artículo 13(1)(b), y a raíz de correspondencia que una organización de defensa de las víctimas
de violencia doméstica envió al Secretario General antes del comienzo de la CE, la CE apoya la
propuesta del Secretario General de celebrar un foro donde puedan dialogar las
organizaciones que representan a padres y niños y las personas que aplican el Convenio. Se
destaca la importancia de que todas las partes interesadas estén representadas de forma
equilibrada. Un comité directivo representativo prepararía la agenda del foro, que se centraría
en la cuestión de la violencia doméstica en el contexto del artículo 13(1)(b). El foro también
podría inspirar posibles trabajos ulteriores de la HCCH sobre esta cuestión. En función de los
recursos disponibles, el foro se celebraría idealmente en el transcurso de 2024. La CE invita a
los Estados que estén interesados en contribuir a la organización y financiación de dicho foro
a que informen de ello a la OP. CE agradece a Filipinas su disposición para evaluar la
posibilidad de celebrar el foro en Manila, con el apoyo económico de otros Estados y
observadores interesados.

Artículo 13(1)(b) del Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980 – Regreso seguro y medidas
de protección en casos de urgencia

La CE acoge con satisfacción la hoja informativa presentada por Australia, “Red Internacional
de Jueces de La Haya – Asistencia con las medidas de protección a través de la Red
Internacional de Jueces de La Haya para niños que deben ser restituidos a Australia en virtud
de una orden”, y señala que dicha información sería útil en muchos casos para determinar qué
medidas de protección existen, siempre que sea necesario y procedente.

La CE reconoce que, de ser necesario, un tribunal puede adoptar medidas de protección para
proteger al padre o madre acompañante a fin de proteger al niño del grave riesgo para el
niño.

La CE reconoce que las medidas para proteger al padre o madre acompañante, como se indica
en el párrafo 43 de la GBP sobre el artículo 13(1)(b), pueden abarcar “una gran variedad de
servicios existentes, asistencia y apoyo, entre los que se incluye el acceso a asesoramiento
jurídico, asistencia financiera, asistencia para la vivienda, servicios de salud, refugios y otras
formas de asistencia o apoyo a las víctimas de violencia doméstica, como así también
respuestas de la policía y a través del sistema de justicia penal.”

Únicamente deben considerarse o adoptarse medidas de protección cuando resulten
necesarias. Como se establece en el párrafo 45 de la GBP sobre el artículo 13(1)(b),
“[i]dealmente, teniendo en cuenta que cualquier demora podría frustrar los objetivos del
Convenio, las posibles medidas de protección se deben plantear en una etapa temprana del
proceso para que cada parte tenga la oportunidad adecuada de ofrecer la prueba relevante
de manera oportuna en relación con la necesidad y ejecutoriedad de dichas medidas”.

4. Compromisos judiciales
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La eficacia de las medidas de protección, sean órdenes judiciales o compromisos voluntarios,
dependerá de si se consideran ejecutorias en el Estado de residencia habitual del niño, y en
qué condiciones, lo que dependerá de la ley interna de ese Estado. Una posible solución podría
ser otorgarle efectos jurídicos a la medida de protección a través de una orden espejo, si ello
fuera factible y estuviera disponible en el Estado de residencia habitual. Sin embargo, el
tribunal del Estado requerido no puede emitir órdenes que excedan los límites de su
competencia o que no sean necesarias para mitigar un grave riesgo comprobado. Cabe
destacar que los compromisos voluntarios no siempre pueden ejecutarse ni son ni fáciles de
ejecutar y, por lo tanto, pueden no ser eficaces en muchos casos. Por consiguiente, a menos
que los compromisos voluntarios sean ejecutorios en el Estado de residencia habitual del niño,
deberían ser utilizados con prudencia, especialmente en los casos en que el grave riesgo
involucra violencia doméstica (párr. 47 de la GBP sobre el artículo 13(1)(b)).

En la medida de lo posible, cuando se formulen compromisos ante el tribunal del Estado
requerido, deberán incluirse en la orden de restitución para facilitar la ejecución en el Estado
de la residencia habitual del niño.

La CE destaca la importancia de obtener información sobre las medidas de protección que
existen en el Estado de la residencia habitual del niño antes de que sean dictadas, siempre que
sea necesario y procedente.

Si se dictan en virtud del artículo 11 del Convenio sobre Protección de Niños de 1996, dichas
medidas de protección se reconocerán de pleno derecho en las demás Partes contratantes y
“serán declaradas ejecutorias a petición de toda parte interesada conforme al procedimiento
previsto por la ley del Estado en que se solicita la ejecución” (párr. 48 de la GBP sobre el
artículo 13(1)(b)).

ESCUCHA DEL NNA

Se destaca la importancia de la capacitación adecuada para escuchar al niño. Desafío de
hacerlo frente al objetivo limitado/enfocado del proceso de restitución. Entre las
conclusiones y recomendaciones hay que destacar lo siguiente:

En lo que respecta a la escucha del niño a los efectos del artículo 13(2) del Convenio sobre
Sustracción de Niños de 1980, la CE destaca que esta debe limitarse a la comprobación de la
excepción y no debe referirse a cuestiones más amplias relativas al bienestar del niño, que son
de competencia de los tribunales de su residencia habitual.

La CE señala que la excepción de “objeción del niño” prevista en el artículo 13(2) del Convenio
sobre Sustracción de Niños de 1980 es distinta de la del artículo 13(1)(b) y no depende de que
exista un grave riesgo de daño físico o psíquico para el niño o de que éste se encuentre en una
situación intolerable si no se respeta su opinión.

ARTICULO 21 (DERECHO DE CONTACTO/VISITA)

Muy importante resaltar que no requiere vinculación a una situación de sustracción
internacional. Se alienta a facilitar la asistencia de jurídica gratuita.

REUBICACION FAMILIAR INTERNACIONAL
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Como representante de AIJUDEFA, fui invitada a hacer la presentación del estudio
comparativo de AIJUDEFA sobre este tema dirigido por Patricia De Williams. Las conclusiones
de nuestro estudio comparativo fueron recogidas en el documento de conclusiones y
recomendaciones:-

La CE señala que la rápida resolución de las solicitudes de reubicación familiar internacional
puede reforzar el objetivo del Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980 de disuadir la
sustracción internacional de niños. Asimismo, alienta la promoción de la Declaración de
Washington sobre Reubicación Internacional de Familias del 25 de marzo de 2010 (ver anexo)
por medio de una publicación en el Boletín de los Jueces sobre la Protección Internacional del
Niño y otros medios apropiados.

Teniendo en cuenta la diversidad de enfoques de los distintos Estados en esta materia, y para
determinar la aplicación de los principios recogidos en la Declaración de Washington, la CE
propone que la OP elabore un cuestionario dirigido a los Estados para recabar información
sobre los procedimientos que tienen para facilitar la reubicación lícita.

La CE resalta las ventajas de ratificar o adherirse al Convenio sobre Protección de Niños de
1996 y del documento Practitioner’s Tool on Cross-Border Recognition and Enforcement of
Agreements Reached in the Course of Family Matters involving Children11 para facilitar la
reubicación lícita.

CONVENIO DE LA HAYA 1996. ACOGIDA Y PROTECCION LEGAL EN OTRO PAIS

Acogimiento alternativo: acogimiento familiar o residencial, kafala. Medidas de protección
decididas por una autoridad. Para NNA-en general-privados de su entorno familiar o que no
se pueden permanecer en el. Responsabilidad de dos países. Idoneidad de los acogedores.
Procedimiento general del artículo 33. El artículo 34 para solicitar previamente información.

Trabajo futuro: formulario cooperación y guía sobre el artículo 33.

NINOS Y NINAS NO ACOMPANADOS Y SEPARADOS

Diferentes iniciativas y grupos de trabajo sobre la aplicación del Convenio de 1996 a NNA
desplazados de Ucrania. Publicación especifica de la Hcch. Enfoque en la cooperación entre
las autoridades vía Convenio 1996.

BENEFICIOS Y APLICACIÓN DEL CONVENIO DE 1996 CON RELACION AL CONVENIO DE 1980

Se celebró la oportunidad de discutir y compartir información con respecto a los beneficios y
el uso del Convenio sobre Protección de Niños de 1996 en relación con el Convenio sobre
Sustracción de Niños de 1980 sobre todo con respecto al reconocimiento automático de
medidas de protección entre estados firmantes.

EL PROCESO DE MALTA
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Se apoyó la continuación general del Proceso de Malta, incluido el Grupo de Trabajo sobre
Mediación y una posible Quinta Conferencia de Malta cuya celebración se prevé para 2024,
en función de los recursos disponibles.

Conclusión:-

Como representante de AIJUDEFA fue un verdadero privilegio para nuestra asociación y
personalmente, participar por primera vez en una CE sobre dos Convenios tan significantes
para los juristas especializados en familia, pero más aun participar de una forma tan activa
con una presentación sobre reubicaciones internacionales.

A modo particular percibo que el gran desafío de la Hcch y de los Convenios es el incremento
tan acelerado de los países contratantes lo cual es algo muy positivo por la protección de los
NNA pero evidencia la inconsistencia de su interpretación y aplicación. La cooperación entre
los países contratantes que ya son veteranos y los newcomers es necesaria e imprescindible
para el futuro de estos tratados.


